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"Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos (...)". Art. 1 de la Declaración Universal de los DD HH 
"Tots els éssers humans naixen lliures i iguals en dignitat i drets (...)". Art. 1 de la Declaració Universal dels DD HH 

Queja 2302808  

Materia Educación 

Asunto Falta de respuesta: competencias 
lingüísticas. 

Actuación Resolución de consideraciones a 
la Administración 

 

 

 

 

 

 
 

RESOLUCIÓN DE CONSIDERACIONES A LA ADMINISTRACIÓN 
 
1 Antecedentes 
 
El 26/09/2023 registramos un escrito que identificamos con el número de queja 2302808. El autor de la 
queja manifestaba la tardanza en la resolución de su solicitud de acreditación de competencia lingüística, lo 
que “presuntamente” le había ocasionado perjuicios a la hora de las adjudicaciones de plazas de personal 
interino, sector docente. 
 
En virtud de lo anterior, el 27/09/2023 fue admitida a trámite la queja en cuanto a la “falta de respuesta a la 
solicitud del ciudadano, así como en el análisis de proceso de acreditación de competencias lingüísticas”. 
En relación los presuntos perjuicios irrogados al ciudadano, se le informó que: 
 

(…) si el promotor de la queja hubiese observado o detectado alguna irregularidad en el proceso 
de adjudicación de personal interino le recomendamos  que presente su denuncia/reclamación por 
escrito ante la Administración educativa, de forma presencial, a través de la sede electrónica (o a 
través del trámite z gva) o por cualquier otro registro de los recogidos en dicho artículo 16.4 de la 
Ley 39/2015, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas y si no recibe respuesta en el plazo de un mes  o no está conforme con 
la misma, si así lo considera oportuno se dirija nuevamente ante esta institución. No podemos 
olvidar que, el artículo 30.2.c) de la Ley 2/2021, de 26 de marzo, del Síndic de Greuges de la 
Comunitat Valenciana nos obliga a inadmitir una queja cuando la administración implicada «no 
haya tenido oportunidad de pronunciarse o actuar en relación con los hechos o circunstancias 
objeto de la misma»(…). 

 
Requerimos a la Conselleria de Educación, Universidades y Empleo un informe detallado y razonado sobre 
los hechos que han motivado la apertura del presente procedimiento de queja, concediéndole al efecto el 
plazo de un mes. En particular, solicitamos información sobre los siguientes extremos: 
 

En relación con la acreditación de competencias lingüísticas en idiomas. 
a) ¿Existe un procedimiento aprobado a nivel de la Comunidad Autónoma en relación con la 
acreditación de competencias lingüísticas? En caso afirmativo, remítanos copia e indíquenos la 
fecha de su publicación en el DOGV. 
b) Indíquenos el plazo previsto por la norma para la resolución y notificación de las solicitudes de 
participación para la acreditación para impartir áreas, materias o módulos no lingüísticos. 
c) ¿Las Comisiones Provinciales se reúnen y resuelven las peticiones de la ciudadanía en los 
mismos días, semanas y meses en las tres provincias? 
En relación con la petición del ciudadano de fecha 08/08/2023, solicitamos lo siguiente: 
a) ¿Ha sido notificada, en plazo, respuesta expresa, dictada por órgano competente, congruente, 
motivada y con indicación de los recursos correspondientes? 
b) En el caso de respuesta negativa: 
i. Causas que han justificado no dar respuesta en los términos citados. 
ii. Medidas adoptadas para solventar (en su caso) estos obstáculos. 
iii. Concreta previsión temporal para dar respuesta. Nuestro objetivo es que la persona pueda 
disponer de un compromiso cierto (por lo que deberán evitarse respuestas del tipo a la mayor 
brevedad posible o semejantes) que no deberá perjudicar el mejor derecho de terceras personas a 
una respuesta previa. 
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Con fecha 25/10/2023 tuvo entrada el informe solicitado y cuyo contenido es el siguiente: 
 

(..) El procedimiento continuo de acreditación de lenguas viene regulado por la RESOLUCIÓN de 
19 de junio de 2012, de la Subdirección General de Personal Docente de la Conselleria de 
Educación, Formación y Empleo, por la que se convoca al profesorado de los niveles de 
enseñanza no universitaria para la acreditación en lenguas extranjeras para impartir áreas, 
ámbitos, materias o módulos no lingüísticos. 
Según se establece en esta misma resolución en su artículo Segundo, podrán participar en esta 
convocatoria los funcionarios de carrera, en prácticas, interinos con servicios e integrantes de las 
bolsas de trabajo sin servicios, pertenecientes a los cuerpos de Maestros, Catedráticos y 
Profesores de Enseñanza Secundaria y de Profesores Técnicos de Formación Profesional, 
dependientes de la conselleria competente en materia de educación. Por lo tanto, para poder 
participar en este procedimiento cabe estar en bolsa de trabajo, aun no teniendo servicios 
prestados. 
Periódicamente y, en su caso, cada día quince de los meses lectivos, de septiembre a julio, las 
comisiones de acreditación de las tres direcciones territoriales publican las listas provisionales de 
acreditaciones correspondientes al periodo anterior, siguiendo el procedimiento previsto. 
Normalmente en la mayoría de los casos coinciden las publicaciones de las listas en las tres 
provincias, otras no, pero esta circunstancia desde nuestro punto de vista, no perjudica los 
principios de igualdad, publicidad y mérito marcados en la LFPV, ya que como indica la propia 
norma reguladora, no es necesario tener servicios previos para participar en el proceso, y además, 
porque esta acreditación requiere de un proceso aproximado de dos meses por el cual, todos los 
integrantes de las bolsas con anterioridad han pasado. 
En este punto, depende de la oferta y la demanda de plazas, la consecución del primer destino. En 
ocasiones, incluso se dan situaciones excepcionales, en la cuales, las personas aspirantes están 
acreditadas por otras bolsas de las cuales forman parte durante años, aunque finalmente se les 
asigne un destino por otra. 
Por lo tanto, las solicitudes publicadas por las diferentes provincias corresponden al mes de julio, 
siendo las presentadas durante el mes de agosto (inhábil) y septiembre, evaluadas a lo largo de 
este mes de septiembre y publicadas provisionalmente antes del 15 de octubre, para finalmente 
ser elevadas al órganos responsable de su aprobación a finales de ese mes. 
En este caso, se han dado varias circunstancias a tener en cuenta. Por un lado, los dos 
procedimientos masivos de consolidación y estabilización del personal interino, convocados por los 
procedimientos de la Orden 66/2022 y Orden 72/2022, que ha provocado un incremento del 150% 
respecto a convocatoria anteriores de solicitudes de acreditación: 
El último listado de la provincia de Valencia contiene más de 350 solicitudes que deben ser 
comprobadas de manera exhaustiva por los miembros de la comisión permanente. 
En similares términos nos encontramos en Castellón. En segundo lugar, nos encontramos en un 
periodo postelectoral en el que integrantes significativos de las comisiones evaluadoras como la 
dirección territorial no han sido nombrados hasta bien avanzado el mes de agosto, y esto puede 
haber provocado el retraso en la publicación de los listados. 
Para concluir el interesado será notificado tan pronto se publique la preceptiva resolución definitiva 
de la Dirección Territorial de Educación, Universidades y Empleo en la siguiente web: 
https://ceice.gva.es/es/web/rrhh-educacion/listados-definitivos (...). 
 

 
Del contenido del informe dimos traslado al autor de la queja al objeto de que, si lo consideraba oportuno, 
presentase escrito de alegaciones; cosa que realizó el 27/190/2023 en el que manifiesta su disconformidad 
con el informe remitido, manifestando entre otros extremos que: “Desde la última publicación de la lista 
definitiva de Castellón y Valencia, el día 2 de octubre de 2023, han tenido lugar 6 adjudicaciones continuas 
y 2 convocatorias de difícil cobertura, a las que las personas que presentaron su solicitud en julio de 2023 
en Alicante no han podido acceder. Por tanto, el “punto de vista” de la directora general de Personal 
Docente en esta situación es irrelevante. Existe una desigualdad entre los valencianos, castellonenses y 
alicantinos respaldada por datos”. (sic)  
 
2 Consideraciones a la Administración 
 
Llegados a este punto, centraremos la presente queja en los siguientes presupuestos de hecho: 
 

a) Falta de respuesta a la solicitud del interesado de fecha 08/08/2023.  
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b) El procedimiento de tramitación de la acreditación está regulado por la Resolución de 19 de junio de 
2012, de la Subdirección General de Personal Docente de la Conselleria de Educación, Formación y 
Empleo, por la que se convoca al profesorado de los niveles de enseñanza no universitaria para la 
acreditación en lenguas extranjeras para impartir áreas, ámbitos, materias o módulos no 
lingüísticos. 
 

c) La resolución de las peticiones de acreditación lingüísticas corresponde a cada una de las diferentes 
Direcciones Territoriales, Alicante, Castellón de la Plana y Valencia, por delegación de 
competencias. 
 

d) La no acreditación de la competencia lingüística en plazo o que no coincidan las fechas de 
resolución de las acreditaciones de cada Dirección Territorial, puede acarrear perjuicios a los 
ciudadanos, personal interino, que participan en los procedimientos de adjudicación de inicio de 
curso, ordinarias(continuas) o para los puestos de difícil cobertura. 
 

Sentado lo anterior, reseñar que, con relación a la falta de respuesta al ciudadano: 
 
Ninguna información ha aportado la Administración educativa sobre las medidas adoptadas, ni la concreta 
previsión temporal para dar respuesta a la petición del ciudadano de acreditación de competencias 
lingüísticas, petición que fue formulada ante la Dirección Territorial de la Conselleria en Alicante. 
 
El elevado número de peticiones y el cambio de gobierno acaecido tras las recientes elecciones 
Autonómicas no pueden considerarse como imputables a los ciudadanos, y ante ello es obligación de los 
poderes públicos adoptar las medidas necesarias para solventar estas causas que argumenta la 
administración como justificante de no dar respuesta o la tardanza en darla en relación con  las solicitudes 
de acreditación que se pudiesen formular. 
 
Estas causas alegadas no pueden trasladarse al ciudadano so pena de vulnerar sus derechos. 
 
El artículo 21 (Obligación de resolver) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas es claro al señalar que «la Administración está obligada a dictar 
resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de iniciación». 
 
En este mismo sentido, el artículo 9.2 del Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana reconoce que 
«todos los ciudadanos tienen derecho a que las administraciones públicas de la Generalitat traten sus 
asuntos de modo equitativo e imparcial y en un plazo razonable».  
 
En relación con esta cuestión, debe tenerse en cuenta que el artículo 8 de nuestro Estatuto de Autonomía 
(norma institucional básica de nuestra comunidad autónoma) señala que «los valencianos y valencianas, en 
su condición de ciudadanos españoles y europeos, son titulares de los derechos, deberes y libertades 
reconocidos en la Constitución Española y en el ordenamiento de la Unión Europea (…)», indicando que 
«los poderes públicos valencianos están vinculados por estos derechos y libertades y velarán por su 
protección y respeto, así como por el cumplimiento de los deberes». 
 
A su vez, el artículo 41 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (Derecho a la 
Buena Administración) establece que «toda persona tiene derecho a que las instituciones, órganos y 
organismos de la Unión traten sus asuntos imparcial y equitativamente y dentro de un plazo razonable».  
 
La vigencia de las disposiciones analizadas consideramos que impone a las administraciones un plus de 
exigencia a la hora de abordar el análisis de los escritos que les dirijan los ciudadanos y darles respuesta, 
en el marco del derecho a una buena Administración. 
 
Este derecho a una buena Administración se conforma así como un derecho básico y esencial de la 
ciudadanía valenciana, que se integra, como mínimo, por los derechos de la persona a que las 
administraciones públicas atiendan en un plazo razonable las peticiones que esta les formule, dando una 
respuesta expresa y motivada a las mismas, de manera que el ciudadano pueda conocer en todo momento 
cuál es la posición de la administración concernida respecto de su problema, para, en caso de discrepancia, 
poder ejercer las acciones de defensa de sus derechos que estime más adecuadas. 
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Llegados a este punto, esta institución no puede sino recordar, una vez más, que el  principio de eficacia 
(art. 103.1 de la Constitución Española) exige de las Administraciones Públicas que se cumplan 
razonablemente las expectativas que la sociedad legítimamente le demanda, entre ellas, y harto relevante, 
el deber de la Administración de resolver expresamente las peticiones y reclamaciones que le presenten los 
particulares, ya que el conocimiento cabal por el administrado de la fundamentación de las resoluciones 
administrativas, constituye un presupuesto inexcusable para una adecuada defensa de sus derechos e 
intereses legítimos.   
En este sentido, el Tribunal Constitucional tiene dicho, desde antiguo, en su Sentencia núm. 71, de fecha 26 
de marzo de 2001, que «es evidente, como hemos declarado en reiteradas ocasiones (por todas, SSTC 
6/1986, de 21 de enero, FF. 3; 204/1987, de 21 de diciembre, F. 4; 180/1991, de 23 de septiembre, F. 1; y 
86/1998, de 21 de abril, FF. 5 y 6), que la Administración no puede verse beneficiada por el incumplimiento 
de su obligación de resolver expresamente en plazo solicitudes y recursos de los ciudadanos, deber éste 
que entronca con la cláusula del Estado de Derecho (art. 1.1 CE), así como con los valores que proclaman 
los arts. 24.1, 103.1 y 106.1 CE». 
 
En cuanto a la Resolución del año 2012, que regula el procedimiento reseñar que: 
 
La Constitución establece que la ley regulará el procedimiento a través del cual deben de producirse los 
actos administrativos, garantizando, cuando proceda, la audiencia del interesado (CE, art. 105.c). 
 
El Estado tiene atribuida la competencia exclusiva en materia de procedimiento administrativo común, sin 
perjuicio de las especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas (CE, 
art. 149.1.18). 
 
El Tribunal Constitucional ha perfilado el concepto constitucional de procedimiento administrativo común 
como principios o normas que, por un lado, definen la estructura general del iter procedimental que ha de 
seguirse para la realización de la actividad jurídica de la Administración y por otro, prescriben la forma de 
elaboración, los requisitos de validez y eficacia, los modos de revisión y los medios de ejecución de los 
actos administrativos incluyendo las garantías generales de los ciudadanos en el seno del procedimiento 
(STC 227/1988, 130/2013, 141/2014 entre otras). 
 
Y así se aprueban la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, Ley 
39/2015, de 1 de octubre, y la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público, Ley 40/2015, de 1 de octubre. 
 
Es claro que la Resoluciones de 2012 no se ha adaptado a la nueva normativa vigente, ni se menciona en 
ningún momento que se hubiese dictado instrucción o circular alguna ajustando la citada Resolución a la 
nueva normativa. 
 
La seguridad jurídica en el campo normativo "ha de entenderse como la certeza sobre la regulación jurídica 
aplicable y los intereses jurídicamente tutelados, procurando la claridad y no la confusión normativa, de tal 
manera que sólo si en el Ordenamiento jurídico en el que se insertan, y teniendo en cuenta las reglas de 
interpretación admisibles en Derecho, el contenido o las omisiones de un texto normativo produjeran 
confusión o dudas que generarán en sus destinatarios una incertidumbre razonablemente insuperable 
acerca de la conducta exigible para el cumplimiento o sobre la previsibilidad de sus efectos, podrá 
concluirse que la norma infringe el principio de seguridad jurídica(TC auto 72/2008, 26/02/2008). Y es que el 
principio de seguridad jurídica está íntimamente ligado al de confianza legítima y supone la "expectativa 
razonablemente fundada del ciudadano en cual ha de ser la actuación del poder en aplicación del derecho 
(STC 39/1991, de 14/02/1991). 
 
Por lo tanto, invocando al derecho fundamental a una buena Administración, y a los principios de seguridad 
jurídica y confianza legitima, consideramos que procede revisar y dictar nueva norma que regule el 
procedimiento continuo de acreditación de lenguas del profesorado de los niveles de enseñanza no 
universitaria para impartir áreas, ámbitos, materias o módulos no lingüísticos, adaptándose a la normativa 
vigente. 
 
Por último y como cuestión colateral hay que indicar que si el autor de la queja considera que la 
Administración autonómica en su actuar le ha producido una lesión o perjuicios en sus derechos podrá 
iniciar ante la Conselleria de Educación, Universidades y Empleo las actuaciones tendentes al 
reconocimiento de responsabilidad patrimonial en el caso de concurrir todos los elementos para ello. En 
este sentido, el artículo 67.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de 
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las Administraciones Publicas dispone: 
 

Los interesados sólo podrán solicitar el inicio de un procedimiento de responsabilidad patrimonial, 
cuando no haya prescrito su derecho a reclamar. El derecho a reclamar prescribirá al año de 
producido el hecho o el acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto lesivo. En caso 
de daños de carácter físico o psíquico a las personas, el plazo empezará a computarse desde la 
curación o la determinación del alcance de las secuelas. 

 
3 Resolución 
 
A la vista de lo que hemos expuesto y conforme a lo que establece el artículo art. 33 de la Ley 2/2021, de 26 
de marzo, del Síndic de Greuges de la Comunitat Valenciana, formulamos a la CONSELLERIA DE 
EDUCACIÓN, UNIVERSIDADES Y EMPLEO las siguientes consideraciones: 
 

Primero. RECOMIENDO que proceda, si no lo hubiera hecho ya, a dar una respuesta expresa y 
motivada al escrito presentado por el interesado en fecha 08/08/2023, abordando y resolviendo 
todas las cuestiones planteadas en el mismo, notificándole la resolución que se adopte e 
informándole de las acciones que pueda ejercer para la mejor defensa de sus derechos, en caso de 
discrepancia con su contenido. 

 
Segundo. RECOMIENDO que se proceda a elaborar y aprobar una nueva disposición 
reglamentaria en la que se regule el procedimiento continuo de acreditación de lenguas extranjeras 
para impartir áreas, ámbitos, materias o módulos no lingüísticos de conformidad con lo dispuesto en 
la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, Ley 39/2015, de 1 
de octubre, y la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público, Ley 40/2015, de 1 de octubre y demás 
normativa aplicable. 

 
Tercero. RECOMIENDO que hasta que se apruebe la nueva norma, se dicten instrucciones desde 
los Servicios Centrales de la Conselleria, a los efectos de coordinar las fechas de constitución de las 
comisiones territoriales permanentes de acreditación, así como de la resolución de las peticiones de 
acreditación competencia de los titulares de las Direcciones Territoriales,  con la finalidad que 
coincidan en el tiempo y en aras de evitar presuntos agravios comparativos entre los participantes 
según Provincias. 

 
Cuarto. SUGERIMOS que el procedimiento no se suspenda durante el mes de agosto, a los efectos 
de que los ciudadanos, profesorado interino, puedan participar en la plenitud de sus derechos en los 
procesos de adjudicación de inicio del curso académico. 

   
Quinto. ACORDAMOS que nos remita, en el plazo de un mes, según prevé el artículo 35 de ley 
reguladora de esta institución, el preceptivo informe en el que nos manifieste la aceptación de las 
consideraciones que le realizamos indicando las medidas a adoptar para su cumplimiento o, en su 
caso, las razones que estime para no aceptarlas. Así: 

 
 Si manifiesta su aceptación, hará constar las medidas adoptadas para su cumplimiento. Si 

el plazo para cumplirlas resultara superior, la respuesta deberá justificar esta circunstancia e 
incluir el plazo concreto comprometido para ello. 

 La no aceptación habrá de ser motivada. 
 

Sexto. ACORDAMOS que se notifique la presente resolución a la persona interesada y a la 
Conselleria de Educación, Universidades y Empleo, y se publique en la página web del Síndic de 
Greuges. 

 

Ángel Luna González 
Síndic de Greuges de la Comunitat Valenciana 
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